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La participación política de ex combatientes, después de la terminación de un 
conflicto armado interno, precisa de elementos jurídicos y sociales que aseguren a 
los reintegrados, oportunidades para ejercer y controlar el poder político. No 
obstante, en el escenario colectivo, la participación en política de personas que 
cometieron graves violaciones a los Derechos Humanos, no es percibido de la mejor 
forma; sectores políticos y sociales han criticado de manera profunda los aspectos 
de los Acuerdos de Paz, principalmente, en el elemento de la participación política. 
El presente artículo en una primera parte, examina lo que quedó consagrado en el 
acuerdo final para la paz respecto a la participación política de los ex – miembros 
de las FARC-EP en el postconflicto. Después, identifica lo que establece el proyecto 
de “Justicia Especial para la Paz”, respecto a la participación política de los ex – 
miembros de las FARC-EP en el postconflicto. El artículo finaliza señalando las 
dificultades que se han presentado respecto a la posible participación política de los 
ex – miembros de las FARC-EP en el marco de la Justicia Especial para la Paz y el 




Participación política, víctimas, impunidad, inhabilidad, viabilidad jurídica, acuerdo 
de paz. 
                                                                 
1 Abogada, egresada de la Universidad Santo Tomas, año 2015.  
2 Abogada, egresada de la Universidad de Pamplona, año 2016.  





La participación en política es uno de los elementos fundamentales para concretar 
una paz acordada, sin dicho aspecto, es prácticamente inviable que los 
combatientes de un grupo armado al margen de la ley procedan a negociar y firmar 
un acuerdo de paz con el Gobierno. Desde el plano latinoamericano, los distintos 
acuerdos que se diseñaron a fin de culminar una larga tradición de guerra interna 
se caracterizaron por brindar accesos al ejercicio de la política a los ex 
combatientes. Por ejemplo, países como Guatemala, Argentina, Chile, El Salvador 
y Honduras contemplaron en sus distintos acuerdos de terminación del conflicto 
directrices para la participación en política de los actores armados, algunos llegando 
a situaciones no aceptables de impunidad a fin de materializar el derecho político 
de las personas que participaron del conflicto interno.  
 
El escenario político de la región se ha caracterizado por confluir durante la 
mayor parte del siglo pasado una cantidad importante de dictaduras que marcaron 
el desarrollo social y político de Latinoamérica. Esto ha concluido en el desarrollo 
de mecanismos pacíficos de resolución de conflictos que promueven la disminución 
del hostigamiento armado y la solución a través de planes acordados (políticos, 
sociales, económicos) mediante el diálogo.  
 
En Colombia, con el inicio del mandato Presidencial del Gobierno de Juan 
Manuel Santos se planteó y ejecutó una agenda de paz que promoviera el dialogo 
concertado con la guerrilla más importante del país. Culminado los diálogos de paz 
se firmó un acuerdo que establecía una cantidad de puntos convenidos a fin de 
culminar el conflicto armado interno. Uno de los puntos de mayor controversia en el 
entorno nacional, es la participación política de los ex combatientes de las FARC-
EP, aun cuando muchos de los integrantes de la organización cometieron graves 
violaciones al Derecho Internacional Humanitario y a los Derechos Humanos.  No 
obstante, lo que mayor escozor causa a gran parte de la población colombiana, es 
la posibilidad de participar en la política nacional y regional sin haber “pagado un 
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solo día de cárcel”, lo que, en otros términos, implica una tolerancia de impunidad 
por parte del Gobierno. 
 
El optimismo nacional sobre el Acuerdo de Paz cada vez más cae de acuerdo 
a las estadísticas a nivel nacional. Cifras & Conceptos identificó que el 63% de los 
colombianos no toleraba la participación política de las FARC-EP. (Caracol Radio, 
2016). 
 
En ese sentido, el presente artículo tiene como propósito general comprender 
la participación política en el marco de los Acuerdos de Paz celebrados entre el 
Gobierno y las Farc-Ep; considerando que el origen del conflicto armado interno en 
Colombia tiene fundamento en los conflictos de tierra y oportunidades políticas, es 
preciso estudiar la ampliación del escenario político a nuevas fuerzas ciudadanas y 
sí este se adecua al ordenamiento constitucional y legal.  
 
La investigación se desarrolló con el objetivo de determinar la viabilidad que 
tiene la participación política de los ex – miembros de las FARC-EP en el marco de 
la Justicia Especial para la Paz y el postconflicto en Colombia. Se trató de una 
investigación de tipo descriptivo utilizando como instrumento el estudio cualitativo. 
El artículo se encuentra dividido en tres capítulos; primero se examina lo que quedó 
consagrado en el acuerdo final para la paz respecto a la participación política de los 
ex – miembros de las FARC-EP en el postconflicto; en el segundo se identifica lo 
que establece el proyecto de “Justicia Especial para la Paz”, respecto a la 
participación política de los ex – miembros de las FARC-EP en el postconflicto; y en 
el tercero se señalan las dificultades que se han presentado respecto a la posible 
participación política de los ex – miembros de las FARC-EP en el marco de la 






Participación política de las Farc-Ep desde la perspectiva de la seguridad humana 
y la seguridad democrática 
 
En la actualidad la proyección humana del individuo depende de muchos factores 
políticos, sociales y económicos que optimicen su “ideal” de vida, por eso, las 
relaciones institucionales, de medio ambiente y culturales entre el ser y su entorno 
implica una optimización de los factores individuales de la persona mediante su 
contexto.  
 
La seguridad humana es un concepto de utilización moderna, desde la 
ilustración su definición se basaba en la defensa de las libertades individuales del 
hombre que se promovieron en Francia e Inglaterra. Sin embargo, en el siglo XIX el 
término se distorsiona asumiendo una posición más estatal de protección militar de 
los Derechos Humanos, por lo que conecto el concepto a un marco policial o militar 
efectivo que protegiera al ciudadano.  
 
El paso del tiempo marcado por profundos cambios sociales a nivel mundial 
permitió alejar el concepto intervencionista de seguridad humana, inicialmente 
planteado en razón a la primera y segunda guerra mundial. Por lo tanto, a partir de 
la mitad del siglo XIX se aproxima la definición más al individuo y menos a las 
instituciones. En ese orden de ideas, se empieza a privilegiar al ser humano que, a 
la soberanía y a las instituciones, buscando así un bienestar social que involucra 
más allá de la seguridad física a través de las fuerzas militares. 
 
De esta manera, Niño Pérez, Devia Garzón & Ortega Avellaneda (2016) 
exponen: 
 
“Con la caída del orden bipolar tan dependiente de la figura del Estado, se hizo 
más claro que las amenazas al bienestar del individuo provenían de la 
enfermedad, el hambre, los conflictos civiles, el cambio climático y las armas 
pequeñas antes que de las guerras a gran escala, siendo necesario un cambio 




Por lo tanto, se evidencia que la seguridad del individuo no se concreta 
únicamente en la coacción estatal frente a la alteración del orden, también es 
necesario la optimización de factores sociales y económicos que confluyen en la 
exaltación de la dignidad humana, incluidos los políticos.  
 
En contraste con el anterior término, se plantea la seguridad democrática como 
un enfoque institucional que protege el marco o estructura en que se constituyó el 
Estado de Derecho. En palabras más precisas, la seguridad democrática se aleja 
del individuo, pues su interés se centra en preservar las instituciones que sostienen 
un estado democrático. Así, la seguridad democrática opta por una política de 
defensa, dejando atrás elementos que fundamenta en el absoluto la dignidad 
humana. 
 
En un intento institucional por establecer el objeto de la seguridad democrática 
en el Gobierno del ex Presidente de la República Álvaro Uribe Vélez (2003), se dijo: 
 
“El objetivo general de la Política de Defensa y Seguridad Democrática es 
reforzar y garantizar el Estado de Derecho en todo el territorio, mediante el 
fortalecimiento de la autoridad democrática: del libre ejercicio de la autoridad 
de las instituciones, del imperio de la ley y de la participación activa de los 
ciudadanos en los asuntos de interés común”. (p. 12). 
 
Corolario de lo anterior, el Estado le interesa el individuo únicamente a través 
de la prevalencia de las instituciones, hecho que se promueve mediante la 
seguridad democrática. Por tanto, se anula la concepción del Estado benefactor, 
aspecto relacionado con el Estado Social de Derecho, institución constitucional que 
se visualizó como la principal reforma de la Constitución Política de 1991, pues 
responsabiliza al Estado de la materialización de la dignidad humana.  
 
En consecuencia, ante la nueva transición política que se produjo ante el 
cambio de Gobierno en vista a las elecciones presidenciales, surge nuevamente en 
el país el eslogan de la seguridad democrática, aspecto que “choca” con la 
materialización del Acuerdo de Paz, porque a través de la justicia transicional que 
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Viabilidad de la participación política de los ex - miembros de las Farc-Ep en el 
marco de la justicia especial para la paz en Colombia 
 
Aunque en Colombia las dictaduras fueron ajenas a la historia democrática del 
Estado, esto no implicó una democracia ejemplar dentro la región latinoamericana, 
principalmente, porque a lo largo de la historia se cerró la puerta electoral a una 
misma elite política representada en dos partidos políticos que se alternaron el 
poder durante un gran periodo democrático. Lo anterior conllevo a la alternativa 
armada para la concertación de espacios políticos diferentes, como lo recalca 
Muñoz & Agudelo (2016): 
 
“El principal factor gestor de la guerrilla denominada M-19 en 1970, fue la 
exclusión política y social que imprimió el bipartidismo concertado como 
formula tradicional pactada entre los partidos Conservador y Liberal, para 
conjurar la denominada época de la violencia en Colombia, lo que impidió el 
concurso electoral y en las decisiones ejecutivas, legislativas, incluso judiciales 
de una opción política y/o ideológica diferente”. (p. 295). 
 
Las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia - Ejército del Pueblo o FARC-
EP, fueron una organización terrorista que se autoproclamaba marxista-leninista, 
que “nacieron… oficialmente en el año 1964” (Hernández, 2004, p., 9, citado por 
Muñoz & Agudelo, 2016, p. 34), hasta mediados del año 2017 cuando se dio 
formalmente su desmovilización y entrega de armas. 
 
Respecto a la guerrilla de las FARC, Pecaut (1986), precisa que  
 
“Empezaron siendo una pequeña banda de delincuentes asaltantes de 
caminos y haciendas, conformada por familiares y amigos de un ex soldado, 
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Pedro Antonio Marín (Tiro fijo)4 que, inmersa en un clima de violencia política 
similar por su barbarie al conocido conflicto de Ruanda, violencia o formas de 
violencia que parece tener el campo libre en Colombia de manera recurrente. 
Violencia que creció y se fortaleció hasta ser temidos en toda la región del 
Tolima Colombiano (Región ubicada en la zona central de Colombia, Sur 
América, dedicada al cultivo del café y la ganadería)”. (p.184). 
 
Sin embargo, según el sociólogo Eduardo Pizarro (1991), afirma que “el 
surgimiento de las FARC, pasó por lo menos por tres fases de gestación ocurridas 
en el período, de “la violencia política”, así: 
 
“1. Una primera fase de movimientos de resistencia armada, inspiradas por el 
Partido Comunista Colombiano (PCC) en la modalidad de autodefensas 
campesinas, así se denominaron inicialmente, y el surgimiento de los primeros 
núcleos de guerrilleros. 
2. La conversión de estos núcleos en movimientos agrarios y posteriormente 
la reactivación de estos núcleos en guerrillas a partir del conflicto de Villarrica. 
3. La formación de las denominadas “Repúblicas Independientes” en los inicios 
del Frente Nacional, aplicación del Plan LASO en 1964 y el surgimiento 
definitivo de las FARC5 luego de la operación militar de Marquetalia”. 
 
Por su parte, el historiador Miguel Cruz Santos (2003), respecto al surgimiento 
de las FARC, reseña lo siguiente:  
 
“El origen de la principal guerrilla colombiana, las FARC-EP (fundada 27 de 
mayo de 1964), se remonta a los pequeños núcleos de campesinos militantes 
y simpatizantes del Partido Comunista Colombiano que se alzaron en armas a 
partir de 1948 para defender sus vidas y comunidades ante la matanza 
generalizada ordenada por el presidente conservador Ospina, luego del 
asesinato, por la oligarquía y la CIA, del candidato democrático-popular Jorge 
Eliécer Gaitán y de la insurrección espontánea con que el pueblo respondió 
heroicamente (Bogotazo)”. (p. 1). 
 
Lo cierto es, que sea cual sea el origen e inicios de este grupo guerrillero, 
desde el 23 de febrero de 2012 se iniciaron una serie de encuentros exploratorios, 
que terminaron el 26 de agosto del mismo año con la firma del “Acuerdo General 
                                                                 
4 Miembro del P.C.C, Ideólogo de las FARC desde la fundación hasta el 10 de agosto de 1990 día 
de su fallecimiento. 
5 Las FARC afirman que nacieron hacia 1.964, lo que no coincide con la realidad pues ellas mismas 
sólo se llamaron así a partir de la “Segunda Conferencia Guerrillera” celebrada en 1966.  
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para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz estable y duradera”6; 
instalándose a partir de octubre de 2012, la Mesa de Diálogo de Paz en Oslo 
(Noruega); y dando inició a las conversaciones el 15 de noviembre de 2012 en La 
Habana (Cuba), las cuales estuvieron fundamentadas en el Acuerdo General en el 
que se enumeraron seis grandes temas, sobre los que versarían las discusiones7: 
1. Política de desarrollo agrario integral, 2. Participación política, 3. Fin del conflicto, 
4. Solución al problema de las drogas ilícitas, 5. Víctimas y 6. Implementación, 
verificación y refrendación. 
 
El segundo punto de la agenda, denominado Participación Política” inició el 11 
de junio de 2013, y finalizó el 6 de noviembre del mismo año, fecha en la cual se 
entrega un Acuerdo Parcial, se incluyeron los siguientes numerales: 1. Derechos y 
garantías para la oposición política en general y particular para los nuevos 
movimientos que surjan luego de la firma del Acuerdo Final. Acceso a medios de 
comunicación. 2. Mecanismos democráticos de participación ciudadana, incluidos 
los de participación directa, en los diferentes niveles y diversos temas. 3. Medidas 
efectivas para promover mayor participación en la política nacional, regional y local 
de todos los sectores, incluyendo la población más vulnerable, en igualdad de 
condiciones y con garantías de seguridad. 
 
Es preciso señalar que una de las principales exigencias que ha hecho las 
FARC-EP al Gobierno Colombiano, es que les permitan su participación política en 
los cargos de elección popular una vez se desmovilicen y reintegren a la vida civil; 
sin embargo, en lo acordado sobre participación política con este grupo en La 
Habana no quedo claro si el partido político de las Farc-Ep podía ir al Congreso sin 
haber pasado antes por el Tribunal de la Justicia Especial para la Paz - JEP. 
                                                                 
6 “Es el acuerdo de paz el que debe determinar el propio marco jurídico que regirá a futuro; es decir, 
que es el propio acuerdo negociado el que determina el fin del conflicto” (José Vicente Carvajal 
Sandoval, En: Muñoz & Agudelo, 2016). 
7 “Las condiciones en que se han presentado los acuerdos de paz para solucionar los diferentes 
conflictos han sido las propias de cada Estado y según los intereses y opciones de los actores 
principales de estos, dependiendo de sus capacidades y propósitos estratégicos”. (Suárez, et. a l, 




A finales del mes de noviembre de 2017, fue aprobada la ley estatutaria de 
jurisdicción especial de paz JEP, y donde se estableció la posibilidad de que los ex 
– miembros y ex - líderes de ese grupo guerrillero puedan participar en política sin 
haber resuelto previamente su situación judicial por los delitos cometidos; es decir 
se estaría avalando que los líderes de esa organización puedan acceder a cargos 
políticos. 
 
Refiriéndose al tema Rodrigo Uprimny, en un informe periodístico titulado 
“Penas y participación política”, publicada el 11 de noviembre de 2017 en la edición 
del Diario El Espectador, señaló lo siguiente:  
 
“Algunos planteamos que lo mejor era que hubiera primero justicia y luego 
elegibilidad política, esto es, que pudieran ser elegidos quienes hubieran ya 
cumplido sus sanciones. O al menos parte de ellas. Pero esa secuencia no se 
logró, ni siquiera en la renegociación, y quedó que los líderes de las Farc 
podrían aspirar a ser elegidos antes de ser juzgados por la JEP”. 
 
Además, en otro artículo del Señor Uprimny (12, noviembre, 2017) titulado 
“Penas, paz y participación política”, en relación al tema se lee lo siguiente: “En el 
Acuerdo Final se pactó entonces que las condenas impuestas por la JEP no 
derivarían en ninguna inhabilidad política (párrafo 36, página 150)”, de lo cual se 
infiere que los  excombatientes de las FARC-EP podrán participar en política sin 
que ello implique que paguen las condenas que les sean impuestas por los delitos 
que sean juzgados. 
  
La participación política de los miembros de las Farc-Ep es analizable desde 
dos enfoques diferentes. En ese sentido, la posibilidad de ejercer derechos políticos 
deriva de una perspectiva jurídica y política. Respecto a la viabilidad jurídica es 
evidente que el legislador fue ambivalente en la norma, ya que, no consagró 
expresamente que los miembros de las Farc-Ep podían participar en política antes 
de acudir a la Jurisdicción Especial para la Paz. Esto abrió el marco interpretativo 
sobre la ley, aduciendo en sectores de la academia jurídica que la participación 
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política de las Farc-Ep se supeditaba a la verdad, justicia y reparación que debían 
realizar con antelación ante la JEP.  
 
 La imprecisión legislativa significó un retroceso en el cumplimiento de los 
Acuerdos de Paz, porque el fundamento esencial de las negociaciones de paz partió 
de la participación política de los miembros de las Farc-Ep. No obstante, el poder 
ejecutivo, rama del poder público que representó el Estado Social de Derecho en 
las negociaciones, adujó a través de sus potestades reglamentarias-Decreto No 
1592 del 2017- que los miembros de las Farc-Ep pueden participar en política sin 
previo cumplimiento de los elementos de la JEP.  
 
 Con esto no se quiere decir que los miembros de las Farc-Ep se desobligan 
de los requerimientos de la justicia especial, pues será la misma JEP la que 
establecerá el cumplimiento de la verdad, justicia y reparación. En caso de que 
dichas obligaciones originadas en los Acuerdos de Paz no sean atendidas de 
manera oportuna y diligente por parte de los miembros de las Farc-Ep se podrá 
suspender el ejercicio político con el fin de cumplir los derechos de las víctimas. 
 
 Ahora bien, el legislativo mediante la Ley que reglamente la Jurisdicción 
Especial para la Paz remedió la participación política de las Farc-Ep haciendo viable 
su presencia en la política nacional y regional sin cumplir previamente los mandatos 
de la justicia. Con fundamento en el artículo 31 de la ley bajo estudio, las condenas 
de los exguerrilleros se suspenden con el objeto de propiciar la participación política 
en las elecciones reciente, eliminando la obstrucción jurídica de aspectos que 
hicieran inviable lo pactado. 
 
 Por consiguiente, la JEP tiene la función insoslayable de verificar el 
cumplimiento de los compromisos de verdad, justicia y reparación que adoptaron 
los ex combatientes. En cualquier caso, la JEP determinará si los delitos cometidos 




 Así, para posesionarse en algún cargo político, “La presidencia de la JEP 
certificará” que el candidato elegido ha iniciado el respectivo trámite que consiste 
en acogerse al sistema y entregar verdad sobre los hechos del conflicto. En caso 
de que alguno de los exintegrantes de las Farc-Ep sean condenados mientras 
ejerces sus derechos políticos, deberán dejarlas en caso de que sus penas sean 
privativas de la libertad. En todo caso, la JEP definirá si el castigo es incompatible 
con su cargo político. 
 
 En ese orden de ideas, la participación política de las Farc-Ep desde la 
perspectiva jurídica es viable, no hay duda que los miembros del partido político 
tienen el derecho de acceder a los cargos políticos sin el previo cumplimiento de las 
totalidades de la JEP.  
 
 Por otra parte, desde el escenario político la viabilidad de la participación de 
las Farc-Ep en la política nacional o regional es real, porque precisamente el objeto 
de las negociaciones era transitar de la lucha armada a los escenarios políticos.   
 
 Para asegurar una efectiva inclusión política de las Farc-Ep es importante 
observar lo obtenido en el proceso de paz realizado con el M-19, y que abrió las 
puertas a la nueva Constitución Política:  
 
“a) La apertura no se limitó a una oportunidad política para el M-19, sino que 
lo fue, en general para todo el movimiento que optara con participar en el 
debate democrático. 
b) Cesa la actividad subversiva, con la desmovilización y con ello, las 
emboscadas, los muertos, la violencia directa y en general un estado de guerra 
y desolación.  
c) Dentro de las consecuencias normativas del dialogo se puede destacar la 
coincidencia de la suspensión del marco normativo de las autodefensas, 







El acuerdo final para la paz respecto a la participación política de los ex – 
miembros de las FARC-EP en el postconflicto 
 
El punto dos de los Acuerdos de Paz celebrado con las Farc-Ep establece todo lo 
concerniente a la participación política de los ex combatientes. Así, se busca abrir 
el campo democrático a fuerzas alternativas que por razón de la desatención estatal 
recurrieron a las armas para tener voz política. Por ende, a través del mismo se 
logra fortalecer el pluralismo, logrando la representación de las visiones de izquierda 
que se inmiscuyen en la sociedad. 
 
Sobre el punto de participación política en los acuerdos de paz Arboleda 
(2013) expresa: 
 
“En cuanto al segundo punto concertado en la mesa de negociaciones de La 
Habana –implementación de mecanismos concretos y de garantías para la 
participación política y el ejercicio de la oposición de los miembros de las 
FARC-EP que se desmovilicen–, se destaca que contribuirá (condicionado a 
que esta guerrilla deje las armas y el uso de la violencia como vía de acción 
política) al desarrollo y a la profundización de la democracia en el sentido que 
permitirá la inclusión de los desmovilizados en el escenario político-electoral. 
En otras palabras, con la aplicación de este segundo acuerdo se pasaría de 




Así las cosas, el punto 2 de los Acuerdos de Paz encuentra razón de ser 
jurídica en la Constitución Política, pues se basa en el pluralismo y la democracia 
participativa como estándares para reconocer la participación política de ex grupos 
al margen de la ley. 
  
En relación con lo mencionado, Vanegas (2008) señala que: 
 
“[…] la nueva lectura sobre la democracia participativa también da cuenta de 
ello. Así, la participación política se constituye como pilar fundamental en la 
nueva concepción del Estado: su reconocimiento como valor constitucional, la 
reafirmación dentro de los principios constitucionales y su desarrollo en la carta 
de derechos; en últimas, el salto cualitativo de la democracia meramente 
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representativa a una democracia participativa, que se evidencia con la 
incorporación de institutos o mecanismos de participación ciudadana”. (p. 84). 
 
 
De acuerdo a lo anterior, las reglas electorales contenidas después de la 
promulgación de la Carta Magna de 1991, se replantean nuevamente con el objeto 
de brindar una democracia participativa más fuerte. Así las cosas, la programación 
de un Estado en paz implica el reconocimiento de nuevos grupos político que 
durante el proceso histórico de la democracia carecían de visualidad política. Para 
cumplir con lo anterior, es necesario contrarrestar cualquier acción u omisión que 
trate de invisibilizar las nuevas fuerzas políticas mediante garantías constitucionales 
y legales que refuerce el escenario político para las minorías.  
 
 Córdoba & Vela (2017) sobre el contexto del punto dos de los acuerdos de 
La Habana sostiene: 
 
“Bajo dicho contexto, el acuerdo consigna que al permitir la apertura 
democrática se pretende romper de manera definitiva el vínculo entre la 
política y las armas, para así garantizar que nadie se alce en ellas para 
expresar sus ideas políticas, así como tampoco, que quienes las promuevan 
en democracia, sean sujetos de violencia y persecución, para lo cual se 
plantea la necesidad de garantizar el ejercicio de la oposición en condiciones 
seguras”. (p. 71). 
 
 
En consecuencia, se consagra la participación política de las FARC-EP bajo 
el marco de derechos y principios que garantice el ejercicio de la acción política de 
la oposición de manera real y oportuna. De esa manera, es indispensable que el 
Estado, principalmente el Gobierno Nacional, reconozca que dentro del escenario 
político nacional y regional intervienen diversos partidos o movimientos políticos que 
representan a la sociedad, por lo cual, se hace necesario la exaltación de sus 
intereses por medios de mecanismos pertinentes para su representación en las 




Para cumplir lo anterior en debida forma se debe expedir el Estatuto de 
Oposición, una deuda del legislativo desde 1991, ya que, la Constitución Política de 
1991 reconoció tal mandato. El artículo 112 de la norma superior referencia: 
 
“Los partidos y movimientos políticos con personería jurídica que se declaren 
en oposición al Gobierno, podrán ejercer libremente la función crítica frente a 
este, y plantear y desarrollar alternativas políticas. Para estos efectos, se les 
garantizarán los siguientes derechos: el acceso a la información y a la 
documentación oficial, con las restricciones constitucionales y legales; el uso 
de los medios de comunicación social del Estado o en aquellos que hagan uso 
del espectro electromagnético de acuerdo con la representación obtenida en 
las elecciones para Congreso inmediatamente anteriores; la réplica en los 
mismos medios de comunicación”. (C.P; 1991). 
 
Ahora bien, el punto de participación política se erige desde el fundamento de 
la seguridad, el cual busca preservar la integridad física de los ex combatientes que 
participen en política, buscando evitar la historia de los homicidios sistemáticos del 
partido político Unión Patriótica que se ocasionaron en el marco de un acuerdo de 
paz en Colombia. Por tal razón, se crea el Sistema Integral de Seguridad para el 
Ejercicio de la Política, el cual compone: 
 
1. Adecuación normativa e institucional 
2. Prevención 
3. Protección 
4. Evaluación y seguimiento (Oficina del Alto Comisionado para la Paz, s/f).  
 
Aunado a lo anterior, la participación política incluida en el Acuerdo de Paz, 
posibilita la creación de mecanismos democráticos directos en los diferentes niveles 
del escenario político estatal. Por tanto, se deberá elaborar una ley que contenga 
como mínimo: 
 
1. Garantías para el derecho de acceso y libre información 
2. Reglamentación del derecho de réplica y rectificación 
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3. Caracterización y registro de las organizaciones sociales y movimientos 
políticos 
4. Creación y fortalecimiento de las organizaciones sociales. (Ccong, s/a). 
 
En conclusión, el Acuerdo de Paz, celebrado entre el Gobierno Nacional y las 
Farc-Ep contiene una variedad de postulados fundamentales para la ampliación y 
el ejercicio de la política, de esa manera, se sientan bases concretas sobre el ideal 
de una democracia participativa y pluralista. Dicho esto, el punto dos de los 
acuerdos se caracteriza por promover los movimientos y organizaciones políticas 
que se declaren en oposición, estableciendo para su efecto, garantías para la 
seguridad de los opositores y posibilidades de acceso a la información y los medios 
de comunicación para publicar o divulgar sus ideales de gobierno o planes de 
desarrollo. 
 
Ahora, el Acuerdo de Paz en términos de cargos políticos establece que el 
Gobierno Nacional se compromete a crear en zonas especialmente afectadas por 
el conflicto armado interno, un total de 16 Circunscripciones Transitorias Especiales 
de Paz para la elección de un total de 16 Representantes a la Cámara de 
Representantes, de manera temporal y por 2 períodos electorales. Por consiguiente,  
los candidatos y candidatas serán elegidos por los ciudadanos y ciudadanas de 
esos mismos territorios, sin perjuicio de su derecho a participar en la elección de 
candidatos y candidatas a la Cámara de Representantes en las elecciones 
ordinarias en sus departamentos. En todo caso, los partidos políticos que cuenten 
con participación en el Congreso de la República no podrán postular para dichas 
circunscripciones candidato alguno.  
 
De acuerdo a la introducción del punto de participación política contenido en 
el Acuerdo de Paz, el fin del mismo es: 
 
“(…) fortalecer la participación de todos los colombianos en la política, los 
asuntos públicos y la construcción de la paz. Busca la ampliación de la 
democracia como camino para tramitar los conflictos de manera pacífica y el 
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rompimiento definitivo del vínculo entre política y armas, así como abrir la 
puerta para que en Colombia nos integremos a una cultura de reconciliación, 
convivencia, tolerancia y no estigmatización”. (Acto Legislativo 01 de 2017). 
 
En resumen, se puede constatar aspectos de la nueva apertura democrática, 
que contiene el punto dos del Acuerdo de Paz celebrado entre el Gobierno Nacional 
y las FARC-EP. Primeramente, permite de manera fácil crear nuevos partidos 
políticos que represente la oposición y las minorías del país en el escenario político.  
 
 Del mismo modo, plantea acciones para fortalecer las garantías de los 
movimientos y organizaciones políticas dentro del marco de la protesta social. Por 
tal razón, exige la instauración del Estatuto de la Oposición, deuda pendiente del 
Congreso de la República desde la creación de la Constitución Política de 1991, 
como prueba política de la buena fe del Gobierno para promover el pluralismo 
político dentro de Colombia. 
 
 Por consiguiente, el punto dos del Acuerdo de Paz promueve la democracia 
participativa directa de la sociedad sobre la ejecución de los recursos públicos a 
través del fortalecimiento de la veeduría y el control ciudadano. Para lo anterior se 
establecen lineamientos políticos que proyecte con mayor relevancia social los 
medios de comunicación comunitarios.  
 
La materialización de lo anterior implicó la formación de un Sistema Integral de 
Seguridad para el ejercicio de la política y garantías de seguridad para líderes de 
organizaciones y movimientos sociales y defensores de derechos humanos. 
 
El proyecto de “Justicia Especial para la Paz”, respecto a la participación política 
de los ex – miembros de las FARC-EP en el postconflicto 
 
La Jurisdicción Especial para la Paz se visualizó en los Acuerdos como un 
instrumento judicial y social que investigaría y sancionaría las graves violaciones de 
Derechos Humanos cometidas por los ex combatientes del grupo guerrillero Farc-
Ep. Estableciendo dentro sus fines, la verdad, la justicia, la reparación y la no 
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repetición respecto a las víctimas del conflicto armado interno y, reconfigurando los 
fines de la pena para los desmovilizados desde un enfoque restaurativo. Dicho 
sistema jurisdiccional es un aspecto fundamental para el tránsito de la vida armada 
a la vida civil de las personas pertenecientes a las Farc-Ep y que se acogieron a los 
lineamientos del Acuerdo.  
 
 Desde la perspectiva de la participación política, la JEP constituye el eje 
central para que los ex combatientes puedan participar en el ejercicio político, más 
precisamente, en la postulación de cargos de elección popular. La condena por 
graves delitos que tienen los principales miembros de la ex organización armada 
impide de manera rotunda que accedan a cargos de elección popular, pues, a modo 
de ejemplo, la Constitución Política de 1991 dicta que no podrán aspirar para ser 
congresistas “Quienes hayan sido condenados en cualquier época por sentencia 
judicial, a pena privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o culposos” (C.P; 
1991). En otras palabras, las condenas que muchos de líderes de las Farc-Ep tienen 
en vigencia por delitos cometidos en el marco del conflicto armado interno, bajo el 
contexto constitucional y legal resulta ser una inhabilidad para postularse a 
cualquier cargo de elección popular.  
 
 Además, en los Principios de Chicago sobre Justicia Transicional, se 
consagró en el Principio 1, la investigación y procuración de justicia en los siguientes 
términos “Los Estados deberán juzgar a los presuntos autores de las violaciones 
graves de los derechos humanos e infracciones del Derecho Internacional 
Humanitario”. (Bassiouni, 2007. Págs. 18-22, en Niño, 2016, p. 150). 
En relación con lo anterior, las penas contempladas desde el enfoque del 
sistema penal ordinario constituyen para los ex combatientes una barrera jurídica 
para acceder a la conformación del ejercicio política durante bastante tiempo.  
 
Más adelante, el artículo 6 del Acto Legislativo 01 del 2017 dispone sobre las 




“Respecto a las sanciones o investigaciones disciplinarias o administrativas, 
incluidas las pecuniarias impuestas a personas naturales en cualquier 
jurisdicción, la competencia de la Jurisdicción Especial para la Paz se limitará 
bien a anular o extinguir la responsabilidad o la sanción disciplinaria o 
administrativa impuesta por conductas cometidas con ocasión, por causa o en 
relación directa o indirecta con el conflicto armado, o bien a revisar dichas 
sanciones, todo ello a solicitud del sancionado o investigado”. (Acto Legislativo 
No 01; 2017). 
 
En ese orden, la JEP se eleva como una institución que da tratamiento 
especial a los delitos cometidos en el contexto del conflicto armado interno, con la 
finalidad de que los desmovilizados puedan integrarse de manera rápida al ejercicio 
de la política, extinguiendo cualquier sanción de inhabilidad que se haya decretado 
en el panorama del sistema ordinario sancionatorio. Rojas (2014) destaca sobre lo 
anterior que: 
 
“Los grupos alzados en armas solo entraran en una negociación de paz, 
cuando observen que cuentan con las condiciones necesarias para llegar al 
poder por otros medios diferentes al de la lucha armada, o cuando las 
negociaciones sean el producto de la derrota militar sufrida por estos bajo la 
acción decisiva del Estado, pero nunca renunciaran a su objetivo principal, la 
toma del poder”. (p. 55)  
 
 
En consecuencia, la JEP es una las medidas que garantiza que en un futuro 
cercano los miembros de la Farc-Ep puedan participar en política, esto permite que 
la lucha de sus ideales ya no se decante por la lucha armada sino a través del 
dialogo y del ejercicio político conforme a los lineamientos electorales que consagra 
la constitución y la ley. La participación política de las Farc-Ep dentro de lo 
estipulado en el Acto Legislativo 01 del 2017 comporta el tratamiento especial de la 
pena que se consagró para beneficiar el ejercicio de los derechos políticos sin el 
cumplimiento de las sentencias ordinarias del sistema penal acusatorio, connotado 
dentro del ordenamiento jurídico colombiano a partir de la ley 906 del 2004 (Código 
de Procedimiento Penal). Dicho lo anterior, el Congreso de la República a través de 
su potestad regulatoria, normativizo lo correspondiente de la participación política 




No obstante, el Acto Legislativo 01 del 2017 dispuso sobre el ejercicio político 
de las Farc-Ep y cualquier otro grupo guerrillero que se desee incorporar a la vida 
civil, lo siguiente: 
 
“Respecto a aquellas personas que pertenezcan a organizaciones rebeldes 
que hayan firmado un acuerdo de paz con el Gobierno, a efectos de 
reincorporación, quedarán en efecto suspensivo las condenas derivadas de 
delitos competencia del Tribunal para la Paz impuestas por la justicia ordinaria 
o disciplinaria, hasta que estas condenas hayan sido tratadas por la 
Jurisdicción Especial para la Paz para lo de su competencia”. (Acto Legislativo 
01; 2017) 
 
Por ese motivo, el artículo 20 del Acto Legislativo 01 del 2017, establece sobre 
la participación política que: “La imposición de cualquier sanción en la, JEP no 
inhabilitará para la participación política ni limitará el ejercicio de ningún derecho, 
activo o pasivo, de participación política”. (Acto Legislativo 01; 2017). 
 
A lo largo del proyecto de ley, se repiten contenidos del Acuerdo Final, el AL 
1/2017 y la Ley 1820 de 2016 (o ley de amnistía, indulto y tratamientos penales 
especiales). Es lógico que mucho de lo contenido en el Acuerdo de Paz se 
reproduzca normativamente, pues así, se le da fuerza normada a lo dispuesto en 
las negociaciones de paz, empeñando la palabra acordado a través de la ley. En 
consecuencia, se acerca el cumplimiento de lo planteado por ambas partes. 
 
La armonía que contenía el proyecto de ley no fue modificada en la aprobación 
de la Ley Estatutaria de la Jurisdicción Especial para la Víctima, por lo cual, los 
preceptos normativos siguen intacto y en congruencia con los dispuesto por el Acto 
Legislativo 01 del 2017 y las leyes sobre justicia transicional. Acorde con lo anterior, 
en materia de participación política desde el contexto de la justicia transicional se 
contempla la integridad de las normas, sin presentarse ambigüedades o 
contradicciones que puedan alterar la interpretación de los acuerdos por parte de 





De acuerdo a lo anterior, la disposición de participación política en el Acuerdo 
de Paz busca asegurar que los miembros del grupo guerrillero que se hayan 
desmovilizado conforme a las exigencias del acuerdo, puedan participar en la 
política nacional y regional a pesar de la conducta de delitos internacionales. Como 
lo señala el propio Uprimny (2017): 
 
“Pero a su vez, en el acuerdo se pactó que las condenas por la JEP no 
implicarían ninguna inhabilidad política. Era una regla necesaria para que las 
Farc se volvieran un actor político, que es la esencia de un acuerdo de paz, 
pues es probable que la mayor parte de los antiguos comandantes de las Farc 
sean condenados por esos crímenes internacionales por cuanto, por ejemplo, 
avalaron, respaldaron y ejecutaron una política de secuestro sistemático. Y si 
se les impide que puedan en algún momento hacer política, por haber sido 
condenados, entonces se estaría impidiendo a las Farc volverse un 
movimiento político pues se le estaría privando de sus principales dirigentes”. 
 
Una de las finalidades del Acuerdo de Paz era posibilitar el ingreso de las Farc-
Ep al escenario político, limitar dicho acceso solo a aquellos miembros que no hayan 
cometido violaciones a los Derechos Humanos significaba cerrar el abanico de 
postulaciones política a personas no representativas de los ideales del nuevo 
partido político. En ese sentido, la participación en política de personas que 
cometieron delitos graves contra los Derecho Humanos y el Derecho Internacional 
Humanitario es un punto insoslayable para cualquier acuerdo de paz, esa regla es 
además compatible con el derecho internacional, que exige sancionar esos 
crímenes, pero no impide que quienes sean condenados puedan en algún momento 
participar en política. Por lo cual negar la participación política de los desmovilizados 
que ocasionaron graves violaciones a los DDHH es una afrenta directa a la 
Constitución. 
Dificultades que se han presentado respecto a la posible participación política de 
los ex – miembros de las FARC-EP en el marco de la Justicia Especial para la Paz 
y el posconflicto en Colombia. 
 
La implementación del Acuerdo de Paz en Colombia se ha caracterizado por 
presentar inconvenientes desde sus inicios, la derrota democrática para su 
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aprobación por parte del constituyente primario infirió que la adecuación normativa 
para cumplir lo acordado no iba ser fácil. Por eso, aunque se concretaron 
mecanismos legislativos para acelerar la ejecución del Acuerdo, como el “Fast 
Track”, la culminación de mencionado trámite extraordinario evidenció el poco 
avance que se logró en el órgano legislativo. Así las cosas, el balance para la 
implementación de lo acordado es negativa, ya que, implementar lo acordado 
conlleva el compromiso institucional y social de manera versátil, dificultando así, la 
ejecución de los programas políticos necesarios ante el clima de polarización.  
 
El Observatorio de Seguimiento a la Implementación del Acuerdo de Paz 
construyó un informe donde se concluye que la implementación del acuerdo va en 
un 18,3% (2018). Dato que refleja el escaso compromiso de las instituciones y la 
sociedad para llevar a cabo lo acordado en la Habana. Es innegable que la 
implementación del Acuerdo de Paz está afectando al punto dos, sobre participación 
política de las Farc-Ep; al respecto, los datos frente al cumplimiento de lo acordado 
sobre participación política son los siguientes: 
 
Cuadro No 1. Implementación del punto dos de los Acuerdos de paz. 
Punto 2: Participación Política Implementación Medidas Claves 
Garantías para la oposición política 100% Estatuto de la oposición 
Reconocimiento, fortalecimiento y 
empoderamiento de todos los 
movimientos y organizaciones sociales  13% 
Ley de Garantías y promoción de la participación 
ciudadana para movimientos y organizaciones 
sociales 
Mecanismos de difusión para hacer visible la labor 
y la opinión de las organizaciones y movimientos 
sociales 
Garantías plenas para la movilización, 
la protesta y la convivencia pacifica 4% 
Proyecto de ley de garantía para el respeto de los 
DDHH en movilizaciones y protestas  
Participación ciudadana a través de 
medios de comunicación comunitarios, 
institucionales y regionales  0% 
Acciones de promoción de democratización del uso 
del espectro electromagnético  
Radios comunitarias 
Capacitación técnica de trabajadores de medios 
comunitarios 
Garantías para la reconciliación, la 
convivencia, la tolerancia y la no 
estigmatización  17% 
Consejos territoriales para la reconciliación y la 
convivencia  
Formulación plan de atención 
inmediata 10% 
Consejos territoriales de planeación 
Fortalecimiento de capacidades técnicas de 
instancia de planeación participativa 
Participación de JAL en la elaboración de los 
planes de desarrollo 
Construcción de presupuestos participativos  
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Garantizar el reconocimiento, 
fortalecimiento y empoderamiento de 
todos los movimientos y 
organizaciones sociales  30% 
Reforma del sistema electoral, de la arquitectura 
institucional y de los mecanismos de 
financiamiento a la política 
Circunscripciones especiales para la paz 
Cedulación masiva en zonas rurales  
Fuente: OIAP; 2018 
 
La implementación de la participación política de acuerdo a lo negociado ha 
sido un proceso complejo, la muestra de lo anterior, son las precarias cifras que 
revela el Observatorio de Seguimiento a la Implementación del Acuerdo de Paz. 
Uno de los elementos más trascendentales sobre el tema es la participación 
ciudadana, la cual asegura una democracia más amplia y participativa; no obstante, 
hasta el momento las instituciones encargadas de instaurar el modelo planteado en 
la Habana no han realizado ninguna medida para realizar lo estipulado en el 
Acuerdo de Paz.  
 
También, las garantías para la movilización ciudadana no han tenido 
respaldo por las instituciones públicas, pues hasta el momento no se cumple bajo 
ninguna instancia lo concretado sobre dicho punto. Esto evidencia el precario estado 
en el que se encuentra la implementación de lo acordado, afectando de esta manera 
el acceso del ejercicio político a los ex miembros de las Farc-Ep.  
 
En consecuencia, entre las principales dificultades que se presentaban para 
las Farc-Ep, se encuentra el no funcionamiento de la Jurisdicción Especial para la 
Paz, lo que involucra una barrera para acceder al poder, puesto que la JEP es la 
encargada de emitir los certificados correspondientes sobre extinción o suspensión 
de la acción penal. Por eso, hasta tanto, los integrantes del partido político de las 
Farc-Ep no adquieran mencionado documento no podrán acceder a la postulación 
de cargos de elección popular. Empero, La Corte Constitucional le puso el punto 
final a la discusión en torno a la participación política del Frente Alternativo 
Revolucionario del Común, Farc-Ep, partido político conformado por la extinta 





En la Sentencia C-408 de 2017 la Corte Constitucional avaló la participación 
política de las FARC-EP, pues más allá de las sanciones que se decreten en el 
marco de la JEP, las mismas no inhabilitaran a los ex guerrilleros, siempre que 
cumplan los requisitos de verdad y reparación. Por ende, la Corte Constitucional a 
través de su precedente determina que más allá de las condenas por graves delitos 
que se pueden endilgar a los ex miembros de las FARC-EP, se podrá participar en 
política a través de los cargos de elección popular, con la única limitante que apoyen 
a la jurisdicción competente a establecer la verdad y reparación. En conclusión, un 
guerrillero podrá aspirar inclusive al cargo de la Presidencia de la República. 
 
En síntesis, la JEP tiene la responsabilidad institucional de determinar la 
compatibilidad de la participación política de las FARC-EP de acuerdo a las 
sanciones que sean impuestas por dicha organización. En ese sentido, es 
fundamental resaltar para el presente trabajo que las sanciones deben cumplir con 
los mínimos de verdad, justiciar y reparación, aspectos que se cumplen mediante 
las acciones de investigar, juzgar y sancionar las violaciones de los Derechos 
Humanos.  
 
 Además, el desarrollo legislativo sobre el Acuerdo de Paz ha dificultado su 
implementación por el intento político de algunos sectores de la política nacional por 
modificar lo negociado inicialmente entre el Gobierno Nacional y las FARC-EP. 
Parte de lo anterior se produce ante la equivocación jurisdiccional de la Corte 
Constitucional por permitir participar al Congreso de la República en la elaboración 
de los proyectos de ley para implementar lo acordado, aspecto que favoreció la 
intervención política para desligar el compromiso institucional.  
 
 Para conseguir implementar lo acordado con las Farc-Ep en materia de 
participación política es importante tener presente el papel de la justicia transicional 
en la culminación de los conflictos armados internos y externo. Un ejemplo de lo 
anterior, es el proceso de paz llevado a cabo con la extinta guerrilla de M-19 que 
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explica de manera histórica la fundamentación de la paz por encima de la justicia y 
el debido proceso: 
 
En lo pertinente a los principios de la justicia transicional se dio, la justicia con 
gran sacrificio del debido proceso, o mejor, como se dijo, con un debido 
proceso adecuado y condicionado por las circunstancias del acuerdo y la 
normativa del cumplimiento, lo que también redundó en una reparación vista 
desde la reivindicación de los representados por los guerrilleros en materia 
cívico-electoral. (Muñoz & Agudelo, 2016, p.p. 300-301). 
 
En ese sentido, es necesario que lo acordado con las Farc-Ep supere el marco 
institucional inspirado en la Constitución de 1991 con el fin de lograr en la realidad 
lo pactado en la Habana. Esto se cumple sin menoscabar el Estado de Derecho, a 
través del impulso transicional de una justicia especial que suspenda el debido 
proceso ordinario por un debido proceso menos ritualista.  
 
La justicia transicional tal y como se concibe hoy internamente y el concierto 
jurídico internacional, fue aplicada parcialmente en la negociación de paz que 
el Estado colombiano desarrolló y llevó hasta su culminación con el M-19. No 
en tanto en cuanto al número de principios honrados, entre los más conocidos, 
verdad, justicia, reparación y compromiso de no repetición, sino por la 
dimensión real de cada uno de ellos para la época de las negociaciones, frente 
a la dimensión de estos principios de la justicia transicional de hoy. (Muñoz & 
Agudelo, 2016, p. 296). 
 
Quiere esto decir, que, aunque la justicia transicional puede ser la herramienta 
ideal para convertir los postulados de participación política acordados con las Farc-
Ep en realidad, también es una herramienta que en los tiempos actuales tiene otra 
dimensión respecto a sus principios, elementos que limita la factibilidad institucional 
de cumplir lo pactado. 
 
Finalmente, el acuerdo de paz permanece incompleto desde la visión formal 
de lo pactado, pues la fuerza que le debió otorgar el Congreso de la República a 
través de leyes es escasa hasta la fecha. Por tal motivo, el compromiso político 
supedita los fines del Estado Social de Derecho, concepto constitucional que se 





La historia internacional y nacional demuestra que la culminación de los conflictos 
armados por medio de una salida negociada implica costos jurídicos y políticos, ya 
que, el contexto de estos procesos se desarrolla desde una óptica de costo-
beneficio. Por eso, mediante los Acuerdos de Paz no se buscaba derrotar a una de 
las partes en conflictos, sino encontrar puntos de negociación que hiciera posible la 
terminación del conflicto armado interno a través de la modificación institucional que 
reparará los daños originados históricamente por la proyección limitada de 
democracia.  
 
 En el caso de los Acuerdos de Paz celebrados recientemente con las Farc-
Ep, se partió de cinco puntos fundamentales para el desarme y la integración a la 
vida civil de los miembros del grupo al margen de la ley. El punto de participación 
política y de justicia, fueron esenciales para que la viabilidad de ocupar cargos de 
elección popular fuera posible para los miembros de la guerrilla.  
 
 En ese sentido, es importante recalcar que la negociación implicaba costos 
políticos y jurídicos para el Estado, en beneficio del desarme de las Farc-Ep. En 
consecuencia, se comprometió el apoyo institucional para la formación de un partido 
político que representara a los miembros de las Farc-Ep, la expedición del Estatuto 
de Oposición, la asignación de curules en el Congreso de la República sin el 
cumplimiento de las reglas electorales que rigen el sistema y el indulto y la amnistías 
que imposibilitaba el ejercicio político en el marco del Estado Social de Derecho.  
 
 Si bien estos puntos fueron dilucidados de manera precisa en los Acuerdos 
de Paz, los mismos presentaron controversia jurídica después de implementarse a 
través de los actos legislativos y leyes que dispuso el legislador.  Siendo discutible 
principalmente la participación política de las Farc-Ep sin haber acudido a los 




Ahora bien, la Farc-Ep tiene las garantías políticas y jurídicas suficientes para 
participar en política sin acudir previamente a los compromisos que tiene frente a la 
justicia. La normativa posterior a los Acuerdos de Paz dejó en claro que las penas 
e inhabilidades que impedían el ejercicio político se encontraban suspendidas de 
manera indefinida hasta que entre en funcionamiento la JEP. 
 
A pesar de lo anterior, los miembros de la guerrilla se encuentran en la 
obligación de atender el llamado de la justicia, so pena de perder los beneficios 
políticos que determinó el Acuerdo de Paz. En esa medida, la Jurisdicción Especial 
para la Paz establecerá cuando entre en funcionamiento, si los miembros que 
ocupan cargos de elección popular han cumplido con las exigencias establecidas y 
si los delitos cometidos en el marco del conflicto armado interno no son 
incompatibles con el cargo que desempeña.  
 
En otras palabras, la decisión sobre participación política de las Farc-Ep 
quedó en potestad de la Jurisdicción Especial para la Paz, institución judicial que 
hasta tanto no entre en funcionamiento no podrá afectar los derechos políticos de 
los miembros del partido político de las Farc-Ep.  
 
Por lo anterior, la viabilidad jurídica de las Farc-Ep para el ejercicio político 
se encuentra asegurada ante la suspensión de las penas y las inhabilidades que 
presentaban antes del Acuerdo de Paz; Empero, una vez empiece el funcionamiento 
de la JEP los beneficios políticos pueden ser suspendidos ante el llamado de la 
justica o anulados ante el incumplimiento de la verdad, la justicia y la reparación. 
Así mismo, en llegado caso que existan delitos que son incompatible con el cargo 










Arboleda Ramírez, P. B. (2013). La agenda de paz: participación política de las 
FARC-EP y la justicia transicional en Colombia.  Fundación Universitaria Luis 
Amigó, Manizales, Caldas. 
 
Caracol Radio. (01, 07, 2016). Colombianos se resisten a que las Farc participen en 




Ccong, s/a). Instrumento de Consulta Ciudadana. El Proyecto de Ley de Garantías 
y Promoción de la Participación Ciudadana (Punto 2.2. del Acuerdo Final), 




Colombia. Asamblea Nacional Constituyente. (1991). Constitución Política de 
Colombia de 1991. Bogotá: Legis Editores S.A., Vigésima Séptima Edición, 
2012. 
 
Colombia. Congreso de la República. Acto Legislativo 01 de 2017. Por medio del 
cual se crea un título de disposiciones transitorias de la constitución para la 
terminación del conflicto armado y la construcción de una paz estable y 
duradera y se dictan otras disposiciones. 
 
Colombia. Congreso de la República. Ley 1820 de 2016. Por medio de la cual se 
dictan disposiciones sobre amnistía, indulto y tratamientos penales especiales 




Colombia. Congreso de la República. Ley 906 de 2004. Por la cual se expide el 
Código de Procedimiento Penal. 
 
Córdoba Jojoa, K. & Vela Quiroz, M. (2017). La participación política de 
excombatientes de las Farc-Ep, en el proceso de justicia transicional en 
Colombia. Pontificia Universidad Javeriana. Santiago de Cali. 
 




Hernández, M. C. (2004). Rojo y Negro: Aproximación a la historia del E.L.N.  
 
Muñoz Hernández, L. A. & Agudelo Ibáñez, S. J. (2016). Justicia Transicional y 
Sustitución Constitucional en Colombia. Caso M-19 (1990). Universidad Libre 
de Colombia Seccional Cúcuta.  
 
Niño López, L. F. (2016). Justicia transicional: principios de Chicago comparados 
al proceso de paz en Colombia. Revista Academia & Derecho, Año 7, N°. 13, 
pp. 143-184. Universidad Libre – Seccional Cúcuta.  
 
Niño Pérez, J; Devia Garzón, C & Ortega Avellaneda, D (2016). Seguridad humana: 
securitización del desarrollo y evaluación de amenazas en el siglo XXI. 
Revista de la facultad de derecho y ciencias políticas - UPB ISSN: 0120-3886 
/ ISSN: 2390-0016 (En línea) / Vol. 46 / No. 125 / PP. 275 - 290 julio - diciembre 
2016 / Medellín, Colombia. http://dx.doi.org/10.18566/rfdcp.v46n125.a03 
 
Oficina del Alto Comisionado para la Paz. (s/f). Síntesis de los acuerdos 






OIAP (2018). ¿En qué va la implementación normativa del Acuerdo de Paz? 
Bogotá, D.C. Disponible en: https://oiap.co/2018/01/12/la-paz-en-deuda/  
 
Pecaut, D. (1986). De las violencias a la violencia. Pasado y presente de la violencia 
en Colombia, Bogotá, CEREC. 
 
Pizarro Leongómez, E. (1991). “LAS FARC: De las autodefensas a la combinación 
de todas las formas de lucha”. Tercer Mundo Editores. Instituto de Estudios 
Políticos y Relaciones Internacionales de la Universidad Nacional de 
Colombia. Bogotá. 
 
Rojas Bautista, Y. F. (2014). Análisis comparado de la participación política 
después de un proceso de paz. Casos de estudio El Salvador y Colombia. 
Universidad Militar Nueva Granada, Bogotá, D.C. 
 
Uprimny, R. (11, noviembre, 2017). “Penas y participación política”. Diario El 
Espectador. 
 




Uribe Vélez, A. (2003). Política de Defensa y Seguridad Democrática. Obtenido de: 
https://www.oas.org/csh/spanish/documentos/colombia.pdf 
 
Vanegas, P. (2008). Estudios de Derecho Electoral. Bogotá: Universidad Externado 
de Colombia. 
